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El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por el magistrado don Cándido Conde-

Pumpido Tourón, presidente, y las magistradas y magistrados doña Inmaculada Montalbán 

Huertas, don Ricardo Enríquez Sancho, doña María Luisa Balaguer Callejón, don Ramón Sáez 

Valcárcel, don Enrique Arnaldo Alcubilla, doña Concepción Espejel Jorquera, doña María Luisa 

Segoviano Astaburuaga, don César Tolosa Tribiño, don Juan Carlos Campo Moreno, doña Laura 

Díez Bueso y don José María Macías Castaño, en el recurso de inconstitucionalidad núm. 1014-

2025, interpuesto por el presidente del Gobierno en relación con la Ley 1/2024, de 8 de noviembre, 

de Derogación de la Ley de Cantabria 8/2021, de 17 de noviembre, de Memoria Histórica y 

Democrática de Cantabria, ha dictado, con ponencia de la magistrada doña María Luisa Segoviano 

Astaburuaga, el siguiente 

 

AUTO 

 

I. Antecedentes 

 

1. Mediante escrito registrado en este tribunal el día 12 de febrero de 2025, el presidente 

del Gobierno interpuso recurso de inconstitucionalidad contra la Ley 1/2024, de 8 de 

noviembre, de Derogación de la Ley de Cantabria 8/2021, de 17 de noviembre, de Memoria 

Histórica y Democrática de Cantabria. 

 

El recurso se fundamenta en los siguientes motivos de impugnación: (i) La vulneración 

del Derecho internacional y de los arts. 10 y 15 CE, ya que la derogación de la Ley 8/2021, que 

recogía el estatuto jurídico internacional de las víctimas de vulneraciones graves de los 

derechos humanos, elimina su derecho a la verdad y a la reparación. (ii) La vulneración de los 

principios de colaboración y cooperación del art. 149.1.1 y 30 CE, ya que la norma impugnada 

deroga los deberes de colaboración y subsidiariedad, establecidos en el art. 14 de la Ley 

20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática (LMD) al amparo del art. 149.1.1 CE, e 

imposibilita la aplicación de la normativa estatal en relación con materia educativa, establecida 
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en el art. 44 LMD al amparo del art. 149.1.30 CE. Y (iii) la vulneración de los principios de 

seguridad jurídica y de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos (art. 9.3 CE), ya 

que la derogación acordada en la norma impugnada se justifica en la consecución de efectos 

contrarios al Derecho Internacional Humanitario y a la normativa estatal.  

 

El presidente del Gobierno invocó el art. 161.2 CE, en relación con el art. 30 LOTC, a 

los efectos de que se produjera la suspensión de la aplicación de la disposición impugnada. 

 

2. El Pleno del Tribunal Constitucional, a propuesta de la Sección Primera, mediante 

providencia de 26 de febrero de 2025, acordó admitir a trámite el recurso de 

inconstitucionalidad, dar traslado de la demanda y los documentos presentados, conforme 

establece el art. 34 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC), al Congreso de los 

Diputados y al Senado, al Parlamento de Cantabria y al Gobierno de Cantabria, por conducto de 

sus presidentes, al objeto de que, en el plazo de quince días, pudieran personarse en el proceso y 

formular las alegaciones que estimasen convenientes; tener por invocado por el presidente del 

Gobierno el art. 161.2 CE, lo que, a su tenor y conforme dispone el art. 30 LOTC, produce la 

suspensión de la vigencia y aplicación del precepto impugnado desde la fecha de interposición 

del recurso -12 de febrero de 2025- para las partes del proceso y desde el día en que aparezca 

publicada la suspensión en el “Boletín Oficial del Estado” -7 de marzo de 2025- para los 

terceros; y publicar la incoación del recurso en el “Boletín Oficial del Estado” y en el “Boletín 

Oficial de Cantabria”. 

 

3. El Parlamento de Cantabria, mediante escrito registrado el 11 de marzo de 2025, se 

personó en el proceso y solicitó que se le concediera una prórroga del plazo para formular 

alegaciones, lo que fue acordado por diligencia de ordenación del secretario de justicia del 

Pleno de 12 de marzo de 2025, prorrogando en ocho días el plazo de alegaciones inicialmente 

conferido, a contar desde el día siguiente al de expiración del ordinario. 

 

4. La presidenta del Congreso de los Diputados y el presidente del Senado, mediante 

sendos escritos registrados en este tribunal el 13 y 14 de marzo de 2025, comunicaron los 

acuerdos de sus mesas respectivas de personarse en el proceso, ofreciendo su colaboración a los 

efectos del art. 88.1 LOTC. 
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5. El Gobierno de Cantabria, mediante escrito registrado en este tribunal el 19 de marzo 

de 2025, solicitó que se le tuviera por personado y formuló alegaciones oponiéndose al recurso 

de inconstitucionalidad. 

 

6. El Parlamento de Cantabria, mediante escrito registrado en este tribunal el 3 de abril 

de 2025, presentó sus alegaciones en defensa de la constitucionalidad de la norma impugnada. 

Mediante otrosí solicitó que, sin necesidad de agotar el plazo de cinco meses al que se hace 

referencia en el art. 161.2 CE, se le diera audiencia para formular alegaciones sobre la 

pertinencia de ratificar o levantar la suspensión de la norma impugnada. 

 

7. El secretario de justicia del Pleno, por diligencia de ordenación de 8 de abril de 2025, 

acordó que se oyese a las partes personadas para que, en el plazo de cinco días, expusieran lo 

que considerasen conveniente acerca del mantenimiento o levantamiento de la suspensión de la 

norma impugnada. 

 

8. El Gobierno de Cantabria, mediante escrito registrado el 16 de abril de 2025, formuló 

alegaciones solicitando el levantamiento de la suspensión. 

 

El Gobierno de Cantabria, tras hacer una exposición de los requisitos jurisprudenciales 

para el mantenimiento o levantamiento de la suspensión, analiza el contenido de la norma 

impugnada y el de la LMD cuya vulneración se alega en el recurso para concluir que no 

concurre un periculum in mora,  pues la norma autonómica no compromete la aplicabilidad de 

la estatal, puesto que, cuando esta apela a la intervención autonómica, su aplicación directa y el 

principio de colaboración hace innecesaria una normativa autonómica en la materia. También 

incide en aspectos comparativos, señalando la existencia de ordenamientos autonómicos en los 

que no existe una regulación en la materia y aplican la ley estatal, sin que ello implique un 

incumplimiento de la normativa básica estatal; sin perjuicio de que la norma impugnada, 

además, establece una regulación expresa sobre los procedimientos de exhumación y la 

custodia del material documental. 

 

El Gobierno de Cantabria, recordando que la carga de probar la existencia de perjuicios 

irreparables en caso de levantamiento de la suspensión corresponde a la parte recurrente, afirma 

que en el recurso no existen argumentos destinados a justificar un eventual perjuicio ni que 

permitan ponderar los intereses concernidos, incumpliendo con ello la carga argumentativa que 
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le era exigible. No obstante, incide en que el estatuto de las víctimas continuará siendo 

aplicable en Cantabria por imperativo de los textos internacionales y de la ley básica, como 

acredita que está siendo sometido a trámite de consulta pública la elaboración de un decreto 

sobre los procedimientos de exhumación. En cuanto a la alegación del incumplimiento de los 

deberes de colaboración del art. 14 LMD en relación con determinadas materias, pone de 

manifiesto que para el reconocimiento de esas materias es exigible la adopción de ciertas 

medidas de la administración autonómica, pero no la intervención del legislador autonómico. 

Por su parte, en lo que se refiere al menoscabo alegado en materia educativa, alega que tampoco 

cabe apreciar un perjuicio irreparable, porque el contenido impuesto en la normativa estatal 

habrá de darse necesariamente y las previsiones de la legislación autonómica derogada se 

dirigían a completar lo establecido por el legislador básico, y sólo como mera posibilidad. 

 

El Gobierno de Cantabria, por último, excluye la posibilidad de mantener la suspensión 

con fundamento en los supuestos excepcionales reconocidos por la jurisprudencia 

constitucional, ya que la norma impugnada no guarda similitud con otras ya declaradas 

inconstitucionales, no incide en el bloqueo de competencias estatales por su contenido 

meramente derogatorio y tampoco constituye un supuesto de gran relieve constitucional que 

exceda de una situación normal de controversia.  

 

9. El Parlamento de Cantabria, mediante escrito registrado el 23 de abril de 2025, 

formuló alegaciones solicitando el levantamiento de la suspensión. 

 

El Parlamento de Cantabria pone de manifiesto que corresponde al presidente del 

Gobierno la carga de invocar y probar la existencia de los perjuicios que se derivarían del no 

mantenimiento de la suspensión e incide en que, en este caso, no se produciría ningún perjuicio 

ni daño por la recuperación de la eficacia de la norma impugnada, en tanto que tiene efectos 

meramente derogatorios, como queda acreditado con la circunstancia de que durante su 

vigencia hasta la interposición del presente recurso no se ha producido afectación alguna a las 

competencias estatales o la eficacia de la LMD. Por otro lado, afirma que existe apariencia de 

buen derecho en su posición pues la vulneración alegada en el recurso de inconstitucionalidad 

se refiere a normas y recomendaciones internacionales que no son canon de constitucionalidad, 

ni produce el bloqueo de competencias estatales, ni hay una afectación de derechos 

fundamentales. Por último, señala que el mantenimiento de la suspensión sí causaría un 
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perjuicio al interés público al impedir la libertad de configuración normativa de la comunidad 

autónoma en materia de su competencia. 

 

10. El presidente del Gobierno, mediante escrito registrado el 16 de abril de 2025, 

solicitó el mantenimiento de la suspensión. 

 

El presidente del Gobierno, tras exponer la jurisprudencia constitucional en la materia y 

destacar que el objeto del incidente de suspensión se plantea al margen de la solución de fondo 

del litigio, desarrolla los que considera que son efectos perjudiciales que el levantamiento de la 

suspensión de la ley impugnada podría previsiblemente ocasionar, tanto a la esfera de derechos 

de la ciudadanía cántabra, y particularmente, la protección de la dignidad de las víctimas, como 

a la plena efectividad de la LMD.  

 

En primer lugar, destaca la grave afectación que implicaría el levantamiento al 

cumplimiento del deber de colaboración autonómico con la normativa estatal, destacando que el 

daño irreparable a la implementación de las políticas públicas de memoria democrática ya se ha 

evidenciado en hechos concretos, como que, desde la entrada en vigor de la norma impugnada y 

hasta su suspensión, la colaboración se ha resentido en relación con la desarrollada bajo la 

vigencia de la norma derogada, pues las actuaciones de investigación, localización o 

exhumación han sido nulas. Afirma que en materia de divulgación, reconocimiento y reparación 

simbólica, si bien el Consejo Territorial de Memoria Democrática concedió una partida de 

52.711,39 euros destinada a la Comunidad Autónoma de Cantabria para actuaciones 

relacionadas con estas cuestiones, no se ha comprometido ningún fondo en el año 2024, tras el 

nuevo escenario normativo producido. Además, hace una descripción de la distribución de 

fondos en la materia a la comunidad autónoma entre los años 2021 y 2024 con las 

intervenciones a las que dio lugar, constatando que no hubo ninguna durante el año 2024. Alega 

que con el levantamiento de la suspensión quedarán comprometidas las actuaciones tendentes a 

la localización de lugares de inhumación, que se verán ralentizadas y desaparecerán todo tipo 

de intervenciones de colaboración como son las referidas a los proyectos destinados a conservar 

el patrimonio de la Guerra y la Dictadura; la actualización del mapa de fosas y la continuidad 

de las investigaciones históricas sobre las víctimas desaparecidas, previstas en el art. 17 LMD; 

la efectividad del Banco Estatal de ADN, previsto en el art. 23 LMD; y la confección del 

Catálogo de símbolos y elementos contrarios a la memoria democrática para hacer efectiva su 

retirada del espacio público, previsto en el art. 36 LMD. A ello añade la afectación en el ámbito 
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educativo, argumentando que no podrán desarrollarse las previsiones del art. 44 LMD referidas 

a la consecución de los fines del conocimiento de la Historia y de la Memoria democrática 

española y la lucha por los valores y libertades democráticas en el material docente y el 

mandato a las administraciones educativas para la inclusión en los planes de formación inicial y 

permanente del profesorado de la actualización científica, didáctica y pedagógica en relación 

con el tratamiento escolar en esta materia. 

 

Por otra parte, en lo que se refiere a los perjuicios a irrogar en los derechos de las 

víctimas, pone de manifiesto que el levantamiento de la suspensión afectaría al estatuto jurídico 

internacional de las víctimas y a sus derechos a la verdad, a la localización de las personas 

desaparecidas o de sus restos mortales, de reparación de los daños materiales y morales y de 

apoyo a las asociaciones de afectados e interesados. Insiste en que habría una merma en el 

reconocimiento de las víctimas, con la expresa supresión del Censo de memoria democrática y 

de las medidas para el reconocimiento y reparación, y la reducción del derecho a la localización 

de las personas desaparecidas o de sus restos mortales, siendo insuficiente la remisión a la 

normativa de patrimonio arqueológico y paleontológico de Cantabria; la eliminación del 

derecho a la investigación o el derecho de las víctimas a la justicia, y la efectividad del derecho 

de información y asistencia a las víctimas y sus familiares; la supresión del fomento del 

movimiento memorialístico, al suprimir la implementación del Registro de entidades de 

memoria democrática de Cantabria y el apoyo y fomento de los proyectos que estas 

desarrollaban; y la supresión de las garantías de acceso a una información veraz y rigurosa 

sobre la memoria democrática en los diversos ciclos formativos del alumnado, así como de los 

medios para la formación del profesorado en esta materia y la generación de contenidos y 

actividades adecuados. 

 

II. Fundamentos jurídicos 

 

1. Objeto del incidente:  

 

El objeto de la presente resolución consiste en determinar si procede levantar o 

mantener la suspensión de la vigencia y aplicación de la Ley 1/2024, de 8 de noviembre, de 

Derogación de la Ley de Cantabria 8/2021, de 17 de noviembre, de Memoria Histórica y 

Democrática de Cantabria, acordada como consecuencia de la invocación del art. 161.2 CE por 

parte del presidente del Gobierno cuando interpuso el recurso de inconstitucionalidad. 
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La impugnación del presente recurso se fundamenta en motivos sustantivos, como son la 

vulneración del Derecho internacional de los Derechos Humanos y de los derechos a la 

dignidad humana (art. 10.1 CE) y a la integridad moral (art. 15 CE), por la eliminación que 

implica del estatuto jurídico internacional de las víctimas de vulneraciones graves de los 

derechos humanos; y la vulneración de los principios de seguridad jurídica y de interdicción de 

la arbitrariedad de los poderes públicos (art. 9.3 CE), porque la norma impugnada se justifica en 

la consecución de efectos contrarios al Derecho Internacional Humanitario y a la normativa 

estatal. También se fundamenta en motivos competenciales, como es la vulneración de los 

principios de colaboración y cooperación del art. 149.1.1 y 30 CE, pues la norma impugnada 

deroga los deberes de colaboración y subsidiariedad, establecidos en el art. 14 de la Ley 

20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática (LMD) al amparo del art. 149.1.1 CE, e 

imposibilita la aplicación de la normativa estatal en relación con materia educativa, establecida 

en el art. 44 LMD al amparo del art. 149.1.30 CE.  

 

2. Jurisprudencia constitucional sobre el levantamiento o mantenimiento de la 

suspensión acordada al amparo del art. 161.2 CE. 

 

El tribunal ha establecido una reiterada jurisprudencia constitucional sobre la naturaleza 

del incidente cautelar y los parámetros a los que debe ajustarse la decisión relativa al 

levantamiento o mantenimiento de la suspensión acordada al amparo del art. 161.2 CE que ha 

sido recientemente resumida, por ejemplo, en los AATC 445/2023, de 27 de septiembre, FJ 2; o 

127/2024, de 19 de noviembre, FJ 2, incidiendo en los siguientes extremos:  

 

a) Este incidente cautelar tiene autonomía respecto al procedimiento principal y su 

objeto exclusivo es decidir sobre la procedencia del mantenimiento o levantamiento de la 

suspensión acordada por imperativo constitucional del art. 161.2 CE, con fundamento en la 

aseguración del objeto litigioso, evitando la producción de daños y perjuicios irreparables o de 

difícil reparación. En ese contexto, el mantenimiento de la suspensión tiene un carácter 

excepcional, pues las leyes gozan de la presunción de legitimidad, en cuanto expresión de la 

voluntad popular, mientras no se declare su inconstitucionalidad y la decisión a adoptar está 

desvinculada de la cuestión de fondo, que deberá dirimirse mediante sentencia. 
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b) Los criterios aplicables para la resolución de estos incidentes son (i) la necesidad de 

ponderar, de un lado, los intereses que se encuentran concernidos, tanto el general y público 

como, en su caso, el particular o privado de las personas afectadas y, de otro, los perjuicios de 

imposible o difícil reparación que puedan derivarse del mantenimiento o levantamiento de la 

suspensión; (ii) esta ponderación debe efectuarse mediante el estricto examen de las situaciones 

de hecho creadas y al margen de la viabilidad de las pretensiones que se formulan en la 

demanda, de manera que solo procede mantener la suspensión en presencia de perjuicios ciertos 

y efectivos, por lo que, si estos no concurren, debe atenderse a la presunción de validez de la 

ley; y (iii) el mantenimiento de la suspensión requiere que el presidente del Gobierno, a quien 

se debe la iniciativa, invoque la existencia de aquellos perjuicios y demuestre o, al menos, 

razone consistentemente su procedencia y la imposibilidad o dificultad de su reparación. 

 

c) El mantenimiento de la suspensión también puede acordarse excepcionalmente con 

arreglo a otros criterios desvinculados de los perjuicios de imposible o difícil reparación como 

son (i) la apariencia de buen derecho, que resulta aplicable cuando los preceptos impugnados 

sobre los que versa el incidente de suspensión contienen previsiones muy similares con otras 

normas ya declaradas inconstitucionales; (ii) el bloqueo de competencias estatales; y (iii) 

cuando se suscitan cuestiones de gran relieve constitucional. 

 

3. Aplicación de la jurisprudencia constitucional al presente incidente:  

 

El tribunal, en aplicación de la jurisprudencia constitucional expuesta, habida cuenta de 

que no se ha invocado la concurrencia de circunstancias excepcionales para el mantenimiento 

de la suspensión desvinculadas de los eventuales perjuicios a irrogar, debe dilucidar si los 

perjuicios alegados por el presidente del Gobierno son ciertos y efectivos y tienen la gravedad y 

consistencia necesarias como para prevalecer sobre la presunción de legitimidad de la ley 

autonómica.  

 

A esos efectos, como se ha expuesto de manera más amplia en los antecedentes, la 

solicitud del mantenimiento de la suspensión se fundamenta en la doble consideración del daño 

irreparable que implicaría el levantamiento del deber de colaboración autonómico con la 

normativa estatal en diversas materias reguladas en la LMD y en los derechos de las víctimas de 

graves vulneraciones de derechos humamos, cuyo estatuto jurídico aparecía desarrollado en la 

legislación derogada por la norma suspendida. Por su parte, el Parlamento y el Gobierno de 
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Cantabria defienden el levantamiento de la medida, negando tanto el debido cumplimiento de la 

carga argumentativa que corresponde al presidente del Gobierno, como la afectación 

competencial o a los derechos de las víctimas, en atención a su efecto meramente derogatorio y 

a que la norma suspendida no compromete la aplicabilidad directa de la estatal ni la posibilidad 

de hacer efectivo el principio de colaboración a través de la actuación de la administración 

autonómica sin intervención del legislador autonómico. 

 

En el presente caso, el tribunal considera que, ponderando los intereses concernidos, 

resulta procedente el mantenimiento de la suspensión acordada por las razones siguientes:  

 

(i) El tribunal constata que en el escrito de alegaciones del presidente del Gobierno en 

este incidente de medidas cautelares se han expuesto de manera amplia las razones por las que 

considera que el levantamiento de la suspensión causaría daños irreparables, tanto en la esfera 

de los derechos subjetivos, incluida la protección de la dignidad de las víctimas que aún 

pudieran encontrarse con vida, como en el deber de colaboración y cooperación impuesto en la 

norma básica estatal en la materia respecto de distintos extremos. Por tanto, debe darse por 

debidamente cumplida la carga alegatoria que incumbe al presidente del Gobierno en este 

incidente de suspensión.  

 

(ii) El tribunal recuerda que ya ha tenido la oportunidad de pronunciarse en diversas 

ocasiones en favor del mantenimiento de la suspensión de una norma autonómica ante la 

posibilidad de que su aplicación pudiera poner en riesgo la efectividad de los derechos de las 

personas afectadas por esa norma, con el fin de evitar, en una materia como esa, situaciones de 

confusión y perjuicios de difícil reparación que podrían eventualmente surgir en relación con 

las medidas adoptadas o situaciones creadas al amparo de la vigencia recobrada de los 

preceptos. Así, en los AATC 90/2016, de 26 de abril, FJ 6; 130/2017, de 3 de octubre, FJ 5; 

445/2023, de 27 de septiembre, FJ 3; o 127/2024, de 19 de noviembre, FJ 3, la potencial 

afectación a derechos fundamentales determinó que el tribunal considerara la existencia de 

perjuicios especialmente acusados en el caso de que se aplicara y en su día mereciera un juicio 

de inconstitucionalidad y fuera, por tanto, objeto de una declaración de nulidad. 

 

El tribunal aprecia que esta misma situación de riesgo de afectación a derechos concurre 

en el presente caso. La norma suspendida afecta, mediante la derogación de la Ley de Cantabria 

8/2021, de 17 de noviembre, de Memoria Histórica y Democrática de Cantabria, a todo un 



 10 

    

elenco de derechos configuradores del estatuto jurídico de las víctimas de vulneraciones graves 

de derechos humanos en el ámbito territorial de esa comunidad autónoma, vinculados con el 

derecho a la verdad, la justicia, la reparación y la garantía de no repetición, que en la demanda 

se afirman reconocidos no solo en el Derecho Internacionales de los Derechos Humanos, que 

opera como parámetro interpretativo insoslayable de nuestro sistema de derechos y libertadas 

por imperativo del art. 10.2 CE (STC 145/2024, de 2 de diciembre, FJ 4), sino directamente en 

el derecho a la integridad moral (art 15 CE). También se pone de manifiesto, aunque lo sea 

dentro de una impugnación de carácter competencial, la incidencia de la norma suspendida en 

aspectos relativos al desarrollo del derecho a la educación (art. 27 CE), como son los referidos a 

la elaboración del material docente y la inclusión en los planes de formación del profesorado de 

la actualización científica, didáctica y pedagógica en relación con el tratamiento escolar en esta 

materia. Por tanto, al igual que en los precedentes citados, el tribunal estima necesario 

introducir, en la ponderación que debe realizar, bienes jurídicos de carácter personal, cuya 

reparabilidad es difícil, lo cual justifica que deba atender a su tutela evitando su lesión 

irremediable. 

 

De ese modo, procede reiterar el criterio adoptado en el ATC 127/2024, de 19 de 

noviembre, con cita del ATC 90/2016, de 26 de abril, FJ 6, en el sentido de que “el carácter de 

las disposiciones impugnadas y los efectos jurídicos de las mismas, aconsejan como más 

conveniente para los intereses generales una vez ponderados todos los elementos en presencia, 

mantener la suspensión acordada en su día hasta tanto se resuelva de manera definitiva el 

problema planteado, pues la inmediata eficacia de algunos de los preceptos inicialmente 

suspendidos supondría unas consecuencias materiales, que dada su especial trascendencia para 

[…] los derechos fundamentales de los afectados […] no deben producirse en una situación de 

interinidad. Por tanto, desde el punto de vista del juicio de proporcionalidad inherente a la 

ponderación sobre la procedencia del mantenimiento de una medida de suspensión acordada al 

amparo del art. 161.2 CE, ante la existencia de perjuicios irreparables e irreversibles para los 

intereses públicos y particulares no se puede calificar de excesivo o desproporcionado mantener 

la suspensión en los términos que posteriormente se exponen” (FJ 3). 

 

(iii) El tribunal advierte, igualmente, en relación con las alegaciones formuladas por el 

Parlamento y el Gobierno de Cantabria sobre la presunción de constitucionalidad de la ley y la 

consiguiente excepcionalidad del mantenimiento de su suspensión, que se trata de una 

fundamentación que incide, en parte, sobre el fondo de la controversia planteada en el recurso, 
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TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL 

en tanto que se vincula con la circunstancia de que impediría la libertad de configuración 

normativa de la comunidad autónoma en una materia de su competencia, que es, precisamente, 

el objeto del presente recurso.  

 

Tampoco cabe atender a las consideraciones relativas a la inexistente afectación en el 

estatuto de las víctimas, vinculado a que continuará siendo aplicable en Cantabria por 

imperativo de los textos internacionales y de la ley básica, o al menoscabo en materia 

educativa, vinculado a que el contenido impuesto en la normativa estatal básica habrá de darse 

necesariamente y las previsiones de la legislación autonómica derogada se dirigían a un mero 

complemento de aquella. A esos efectos, el tribunal constata que el resultado de la aplicación de 

la norma suspendida, en tanto que derogatoria de una normativa integral de amplio desarrollo 

en materia de memoria democrática, tanto desde una perspectiva sustantiva como organizativa, 

implica una rebaja del nivel de protección de esas víctimas en el ámbito autonómico concernido 

que, legítimamente o no, lo que se dilucidará en sentencia, quedaría limitado a lo dispuesto en 

la legislación básica. El carácter irreversible del paso del tiempo en el ámbito del ejercicio de 

derechos prestacionales como los concernidos en esta normativa, respecto de los que, además, 

resulta esencial para su efectividad la configuración de estructuras administrativas, determina 

que los perjuicios a irrogar con el levantamiento de la norma suspendida, con las consecuencia 

que ello tendría también respecto del desmantelamiento de la actuación y organización 

administrativa en la materia, deban ser calificadas no solo como ciertos y efectivos sino como 

irreparables o de muy difícil reparación.  

 

Por las razones expuestas, la ponderación de intereses en conflicto, en especial la 

necesidad de tutela del estatuto de las víctimas de graves vulneraciones de derechos humanos, 

justifica la procedencia de mantener la suspensión inicialmente acordada. 

 

Por lo expuesto, el Pleno 

 

ACUERDA 

 

Mantener la suspensión de la Ley 1/2024, de 8 de noviembre, de Derogación de la Ley de 

Cantabria 8/2021, de 17 de noviembre, de Memoria Histórica y Democrática de Cantabria. 
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Madrid, a diez de junio de dos mil veintinco 

 

 

 

    

    

 
 
 

   

 

 


